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I.  INTRODUCCIÓN: COOPERATIVAS Y SOSTENIBILIDAD

El pasado 2025 ha sido proclamado por Naciones Unidas Año Inter-
nacional de las Cooperativas 2, subrayando el papel crucial de estas en-
tidades en el desarrollo sostenible en sus distintas dimensiones (social, 
económica y ambiental). Precisamente, el lema elegido para este año 
es Las cooperativas construyen un mundo mejor, considerando a estas 

1  Investigación vinculada al grupo de investigación consolidado del sistema univer-
sitario vasco GIC IT1765-22 Tendencias actuales del Derecho Mercantil en la era de la digi-
talización.

2  Es la segunda vez que se dedica un año internacional a las cooperativas, siendo el 
primero en 2012.
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entidades impulsoras clave para la consecución de los Objetivos de De-
sarrollo Sostenible (ODS) de Naciones Unidas para 2030 3.

Efectivamente, las cooperativas tienen una estrecha relación con 
el desarrollo sostenible, relación que queda reflejada en la propia de-
finición de estas entidades y en los valores y principios que configuran 
la identidad cooperativa, notablemente la democracia, la equidad, la 
igualdad, la solidaridad, la participación económica de sus miembros, 
o la preocupación por los demás. La evolución de la concepción de la 
identidad cooperativa refleja asimismo la progresiva importancia que 
se otorga por el cooperativismo a la sostenibilidad. Ello queda patente 
en el 7.º principio cooperativo, de Interés por la Comunidad, de acuerdo 
con el cual «las cooperativas trabajan para el desarrollo sostenible de 
sus comunidades a través de políticas aprobadas por sus miembros» 

(no en vano, fue redactado y adoptado en el contexto del debate en Na-
ciones Unidas sobre el establecimiento de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible) 4. Las Notas de Orientación para los Principios Cooperativos, 
publicadas en 2015 por la Alianza Cooperativa Internacional, desarro-
llan la anterior idea, para referirse a las mencionadas dimensiones de 
sostenibilidad social, económica y medioambiental, y a la relación de las 
cooperativas con ella 5. Lo anterior queda también patente en los docu-
mentos de debate en torno a la revisión de la Declaración sobre la Iden-
tidad Cooperativa, actualmente en proceso, que expresamente aluden 
a la responsabilidad por las generaciones futuras y a la práctica de la 
responsabilidad social y medioambiental por parte de las cooperativas 6.

Al mismo tiempo, como se decía, los elementos que se derivan de la 
propia definición de cooperativa y del resto de principios cooperativos, 
así como los valores asociados a ellos, mantienen una relación estrecha 
con la sostenibilidad. Así, podemos destacar la satisfacción de las ne-
cesidades y aspiraciones, sociales y culturales comunes de las personas 

3  Información en https://2025.coop/ (última consulta: 12 de julio de 2025). Específi-
camente sobre la relación entre las cooperativas y los objetivos de desarrollo sostenible: 
https://2025.coop/sdgs/ (última consulta: 12 de julio de 2025).

4  Sobre los valores y principios cooperativos, así como la definición de cooperativa, 
Alianza Cooperativa Internacional, Declaración sobre la identidad cooperativa, 1995.

5  Alianza Cooperativa Internacional, Notas de orientación para los principios coopera-
tivos, 2015, pp. 91-103. Sobre esto, también Hernández Cáceres, D., «El principio coope-
rativo de interés por la comunidad en la legislación. El Fondo de Educación y Promoción 
como principal instrumento para su implementación», REVESCO Revista de Estudios 
Cooperativos, núm. 144, 2023, e87970, pp. 1-2.

6  Así se puede observar en los Borradores de Debate en torno a las Revisiones a la 
Declaración sobre la Identidad Cooperativa. En cuanto a los valores, se propone añadir 
«Stewards for future generations, they practise social and environmental responsibility, 
mientras que respecto del 7.º principio cooperativo se propone la siguiente redacción: 
Through responsible business practices and policies supported by their members, coope-
ratives work for the wellbeing of the communities in which they operate and a peaceful, 
just and environmentally sustainable future for all». Documentos disponibles en https://
coopidentity.ica.coop/draft-changes (última consulta: 26 de julio de 2025).

https://2025.coop/
https://2025.coop/sdgs/
https://coopidentity.ica.coop/draft-changes
https://coopidentity.ica.coop/draft-changes
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socias como objetivo de la cooperativa, la gestión democrática, el prin-
cipio de puertas abiertas, las mencionadas igualdad, equidad y solida-
ridad, el peso limitado del capital y la centralidad de las personas, el 
modo de reparto de los beneficios, el propio vínculo entre la membresía 
y la participación en la actividad cooperativa (lo que, entre otras cosas, 
dificulta la deslocalización), el principio de educación, capacitación e 
información, etcétera 7.

La relación entre sostenibilidad y cooperativas puede ser, además, 
particularmente estrecha en algunas clases de cooperativas, por ejem-
plo, en atención a su objeto (sanitarias, de vivienda, de educación…). 
Pueden destacarse en este sentido las cooperativas sociales, incluyendo 
las cooperativas de integración social, las de interés social, las de servi-
cios públicos, o las de iniciativa social 8.

Esta relación ha sido abordada por distintos trabajos, pudiendo 
resaltarse, por ejemplo, aparte de los referidos reconocimientos, las 
resoluciones e informes de Naciones Unidas sobre cooperativas en el 
desarrollo social 9, el informe de la Oficina Internacional del Trabajo 
Cooperatives and the Sustainable Development Goals. A contribution to 
the post-2015 development debate 10, o, en el ámbito de la Alianza Coo-
perativa Internacional, el Plan para una década cooperativa (que afirma 
que una «cooperativa es una búsqueda colectiva de la sostenibilidad») 11, 
que ha tenido su continuación en el vigente Un camino centrado en las 
personas para una segunda década cooperativa. Plan estratégico 2020-
2030, en el que la sostenibilidad también adquiere centralidad 12, así 
como varios position papers 13. La relación entre cooperativas y sosteni-
bilidad también ha sido estudiada por la academia, pudiendo encontrar 
varias publicaciones al sobre la cuestión 14.

7  Sobre ello, por ejemplo, de forma notable, Henry, H., Guidelines for Cooperative 
Legislation. Third revised edition. International Labour Office, 2012, pp. 16-28.

8  Así, Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», op. cit., p. 6.
9  En años recientes, la Resolución de la Asamblea General de 2021 (A/RES/76/135) y 

el Informe del Secretario General de 2023 (A/78/187).
10  Oficina Internacional del Trabajo, Cooperatives and the Sustainable Development 

Goals. A contribution to the post-2029 development debate (autor: Waniyama, F. O.), 2014.
11  Alianza Cooperativa Internacional, Plan para una década cooperativa, enero de 2013. 

(especialmente, pp. 14-18).
12  Id., Un camino centrado en las personas para una segunda década cooperativa. Plan 

estratégico 2020-2030, enero de 2020.
13  Id., Cooperatives and the Sustainable Development Goals: The role of cooperative or-

ganizations in facilitating SDG implementation at global, national and local levels (autores: 
Moxom, J.; Romenteau, A.; Obong, E.; Dave, M. y González Blanco, C. E.); IDEM, Coopera-
tives: key partners in realizing the agenda 2030 for sustainable development, Position paper, 
2023.

14  Entre otros, Meira, D., «Cooperative governance and sustainability: an analysis 
according to new trends in European Cooperative Law». Perspectives on Cooperative Law. 
Festschrift In Honour of Professor Hagen Henrÿ, Springer, 2022, pp. 223-230; Nagao Mene-
zes, D. F., «Cooperative societies as a tool for implementing the sustainable development 
goals», GIZAEKOA-Revista Vasca de Economía Social, núm. 20, 2023, pp. 35-57; Lafont, J., 
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Asimismo, de acuerdo con el art. 4 de la Ley 5/2011, de 29 de marzo, 
de Economía Social, entre principios orientadores de las entidades de 
economía social (y, por lo tanto, de las cooperativas), se encuentran la 
primacía de las personas sobre el capital (que se concreta en la gestión 
autónoma, transparente, personal y participativa) o «la promoción de la 
solidaridad interna y con la sociedad que favorezca el compromiso con 
el desarrollo local, la igualdad de oportunidades entre hombres y mu-
jeres, la cohesión social la inserción de personas en riesgo de exclusión 
social, la generación de empleo estable y de calidad, la conciliación de la 
vida personal, familiar y laboral y la sostenibilidad».

Las medidas específicas mediante las cuales las cooperativas pro-
mueven la sostenibilidad son muy diversas, como se puede comprobar 
en los trabajos mencionados. En este trabajo nos centramos en una de 
ellas, el generalmente denominado Fondo para la Educación y Promo-
ción Cooperativa (en ocasiones referido como FEP o FEPC) o, en el caso 
de la legislación vasca, la Contribución para la Educación y Promoción 
Cooperativa y Otros Fines de Interés Público (habitualmente conocido 
como COFIP). Se trata de una figura peculiar de las cooperativas, que 
implica el destino de parte de sus excedentes a unas finalidades especí-
ficas (fundamentalmente referidas a la educación y formación, fomento 
del cooperativismo u otras finalidades relacionadas con la sostenibili-
dad), y que cuenta con un régimen particular. En las páginas siguientes 
se aborda el tratamiento legal de esta figura en la legislación vasca, cen-
trándonos en sus orígenes, naturaleza jurídica, las finalidades a las que 
puede ser destinada, así como otros aspectos de su regulación, particu-
larmente su dotación, su materialización, y su carácter inembargable 
e irrepartible. Para todo ello nos centramos fundamentalmente en la 
legislación vasca, sin perjuicio de las referencias que se hacen a otras 
leyes de cooperativas.

II.  �COFIP: ORÍGENES, ACOGIMIENTO LEGAL  
Y NATURALEZA JURÍDICA

Desde los inicios del cooperativismo, las cooperativas han mostra-
do una tendencia natural a destinar parte de sus ingresos a finalida-
des tales como la educación, la promoción de la comunidad, etc. Así, se 
han documentado numerosos ejemplos de cooperativas que, incluso en 
sus fases iniciales, crearon bibliotecas o salas de lectura, organizaban 
formaciones en materias diversas (como matemática, economía, idio-
mas…), daban apoyo a sociedades relacionadas con las ciencias, etc. 
Paradigmáticos son los casos de las pioneras Fenwick Weavers’ Society, 

et al., «The role of cooperatives in sustainable development goals: A discussion about the 
current resource course», Resources Policy, vol. 83, 2023.
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constituida en 1761 y que posteriormente fundó una biblioteca, o Ro-
chdale Equitable Pioneers Society, fundada en 1844, y en cuyo seno se 
estableció que un 2,5 por ciento de las utilidades se destinara a fines 
de educación general, «Constituyéndose de esta manera, “el fondo es-
pecial de educación para el desarrollo intelectual de los socios, para el 
sostén y fomento de la biblioteca y para cualquier otro medio de acción 
educacional” que se estimare conveniente» 15. No en vano, la cooperati-
va de los Pioneros de Rochdale es mundialmente conocida, entre otras 
cuestiones, por las normas o principios que adoptaron, que son la base 
de los actuales principios cooperativos de la Alianza Cooperativa Inter-
nacional. Entre los principios de los Pioneros de Rochdale figuraba que 
«un porcentaje establecido de los beneficios se destinará a educación», 
origen del actual 5.º principio cooperativo, de Educación, Formación e 
Información.

Así, las primeras cooperativas fortalecían a sus comunidades me-
diante la oferta de educación y actividades sociales y culturales, a la vez 
que el avance de las cooperativas se vinculó al desarrollo de aptitudes 
de liderazgo democrático de sus miembros, lo que al mismo tiempo en-
riquecía a las comunidades y reforzaba el tejido de la sociedad civil 16.

La importancia de destinar una parte de los ingresos o beneficios a 
actividades o iniciativas relacionadas con la promoción del cooperativis-
mo, la educación o el desarrollo de la producción cooperativa también 
es subrayada, por ejemplo, por distintos textos provenientes del socia-
lismo, que parten del reconocimiento de la importancia del coopera-
tivismo para la superación del sistema capitalista, y de su papel en la 
educación y la solidaridad obreras 17.

Las primeras referencias legales en el ordenamiento español al de-
ber de destinar una parte de los resultados de las cooperativas a fines 
sociales las encontramos en la Ley de cooperativas republicana de 1931 
y su reglamento de desarrollo. En concreto, esta regulación obligaba a 
las denominadas cooperativas populares a destinar un porcentaje de sus 
resultados al sostenimiento de obras sociales (especificadas en un lista-
do oficialmente aprobado por el Ministerio de Trabajo), aun sin emplear 
una denominación específica para esta partida 18. Fue la Ley de Coope-
ración de 1942 la que introdujo la expresión fondo para ella, empleando 

15  Mata Diestro, H., «Fondos Sociales Obligatorios: la justificación de su irrepartibi-
lidad en los orígenes del cooperativismo y del movimiento obrero organizado», Boletín de 
la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, núm. 53, 2018, pp. 296-300 y 305 (con 
referencia a Holyoake en cuanto a la cooperativa de Rochdale).

16  Alianza Cooperativa Internacional, Notas de orientación…, op. cit., p. 9.
17  Mata Diestro, H., «Fondos Sociales Obligatorios:…», op. cit., pp. 302-303. Especial 

referencia a la Resolución del Primer Congreso de la I Internacional (1866) y el VIII Con-
greso de la II internacional socialista (1910).

18  Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», op. cit., p. 8-9; Mata 
Diestro, H., «Fondos Sociales Obligatorios:…», op. cit., pp. 291-293.
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en concreto la denominación de fondo de obras sociales. La Ley General 
de Cooperativas de 1987 mantuvo el término fondo, usando la expresión 
fondos comunitarios para englobar tanto los fondos de reserva como el 
de obras sociales 19.

En la actualidad, junto con un fondo destinado a la consolidación 
económica de las cooperativas, denominado Fondo de Reserva Obliga-
torio, la legislación cooperativa de nuestro entorno sigue manteniendo 
una figura vinculada a la financiación de fines sociales, fuertemente vin-
culada a los principios cooperativos.

Aunque las voces más autorizadas han apelado al fomento por par-
te de la legislación de la creación de fondos de educación, formación, 
sociales o «de cualquier otro tipo», siendo su utilización obligatoria 20, 
actualmente se trata de una figura que no se recoge en todos los ordena-
mientos jurídicos, y en los casos en los que se ha recogido se ha optado 
por distintas fórmulas 21.

En el caso del Estado español, todas las leyes cooperativas mantie-
nen un deber de destinar parte de los excedentes a unos fines relacio-
nados con cuestiones con la educación y la formación, la promoción 
del cooperativismo, u otras cuestiones vinculadas a la promoción de la 
comunidad o de la sociedad en general. No obstante, la terminología 
empleada y la regulación sustantiva no son siempre coincidentes. En 
cuanto a la terminología, las leyes optan por lo general por la denomina-
ción Fondo de educación y promoción 22, Fondo de educación y promoción 

19  Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», op. cit., pp. 9-10; 
Mata Diestro, H., «Fondos Sociales Obligatorios:…», op. cit., pp. 293-294.

20  Henry, H., Guidelines…, op. cit., p. 92.
También se defiende la previsión legal de dotación de un fondo de dedicación exclusi-

va al interés por la comunidad y permitir destinar los importes a actividades relacionadas 
con otros principios en Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», 
op. cit., p. 22. Añade que lo contrario provocaría «un menoscabo de los posibles efectos a 
favor de la comunidad y el interés general, ya que las cooperativas podrán dedicar todo 
el importe del fondo a actividades que no contribuyan a ninguno de los ámbitos del desa-
rrollo sostenible».

21  Sobre esto, ver Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», 
op. cit., p. 8. Como explica el autor, no existe tal figura en los ordenamientos alemán, fran-
cés e italiano. En países como España, Portugal o Brasil sí se prevé, si bien con denomi-
naciones y contenido no completamente coincidentes (así, la legislación portuguesa prevé 
la reserva para la educación y formación cooperativa, mientras que la brasileña se refiere al 
fondo de asistencia técnica, educativa y social). Otras legislaciones optan por la regulación 
de 2 fondos diferenciados, como es el caso de Colombia (fondo de educación y fondo de 
solidaridad), Argentina (fondo de acción asistencial y laboral o para el estímulo personal y 
fondo de educación y capacitación cooperativas) o Costa Rica (reserva de educación y reser-
va de bienestar social).

22  Es el caso de la ley estatal (Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas; art. 56), la 
cántabra (Ley 6/2013, de 6 de noviembre, de Cooperativas de Cantabria; art. 74), la rioja-
na (Ley 4/2001, de 2 de julio, de Cooperativas de La Rioja; art. 76), la navarra (Ley Foral 
14/2006, de 11 de diciembre, de Cooperativas de Navarra; art. 51.3), la murciana (Ley 
8/2006, de 16 de noviembre, de Sociedades Cooperativas, de la Región de Murcia; art. 76), 
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cooperativa/s 23 o Fondo de educación y promoción del cooperativismo 24. 
Encontramos, no obstante, otras denominaciones como es el caso de la 
legislación andaluza (Fondo de formación y sostenibilidad) 25, o, como 
exponemos a continuación, la vasca.

En el caso de la legislación vasca, si bien inicialmente se optó por la 
denominación Fondo de Educación y Promoción Cooperativa, mediante 
la Disposición Adicional 4.ª de la Ley 6/2008, de 25 de junio, de la Socie-
dad Cooperativa Pequeña del País Vasco 26, pasó a llamarse Contribución 
para la Educación y Promoción Cooperativa y otros Fines de Interés Pú-
blico (generalmente conocida como COFIP debido a su largo nombre, 
abreviatura que recoge la propia ley y que adoptamos en este trabajo 
por ese motivo), denominación que mantiene la vigente Ley 11/2019, 
de 20 de diciembre, de Cooperativas de Euskadi (art. 72). Este nombre 
pretende ajustarse mejor a lo que la ley entiende que es su naturaleza y 
a las finalidades a las que se puede destinar.

En este sentido, aunque tradicionalmente se ha hablado de esta fi-
gura como un fondo obligatorio de la cooperativa (y, de hecho, como 
hemos visto, la denominación fondo se sigue manteniendo de forma ge-
neralizada en la legislación comparada 27), se trata en realidad de una 
dotación no destinada a quedarse en la cooperativa, debiendo aplicarse 

la extremeña (Ley 9/2018, de 30 de octubre, de sociedades cooperativas de Extremadura; 
art. 84), la castellano leonesa (Ley 4/2002, de 11 de abril, de Cooperativas de la Comuni-
dad de Castilla y León; art. 72), la canaria (Ley 4/2022, de 31 de octubre, de Sociedades 
Cooperativas de Canarias; art. 78) y la balear (Ley 5/2023, de 8 de marzo, de sociedades 
cooperativas de las Illes Balears; art. 96).

23  Así, la ley valenciana (Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Consell, por 
el que aprueba el texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat Valenciana; 
art. 72), la gallega (Ley 5/1998, de 18 de diciembre, de Cooperativas de Galicia; art. 68.2), 
la asturiana (Ley 4/2010, de 29 de junio, de Cooperativas; art. 101), la aragonesa (Decreto 
Legislativo 2/2014, de 29 de agosto, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Cooperativas de Aragón; art. 59.4-8), la catalana (Ley 12/2015, de 9 
de julio, de cooperativas; art. 85), y la castellano-manchega (Ley 11/2010, de 4 de noviem-
bre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha; art. 92).

24  Ley 2/2023, de 24 de febrero, de Cooperativas de la Comunidad de Madrid 
(art. 62).

25  Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades Cooperativas Andaluzas 
(art. 71).

26  Ley que, entre otros aspectos, modificaba la Ley 4/1993, de 24 de junio, de Coope-
rativas de Euskadi en cuanto a esta figura.

27  En algún caso encontramos el término reserva, como es el caso de la legislación 
portuguesa, a la que nos hemos referido, o los Principios de Derecho Cooperativo Europeo 
(conocidos como PECOL por su denominación en inglés, Principles of European Coope-
rative Law) (Sección 3.4, empleando el término Reserva para la educación, formación y 
promoción cooperativa). Se trata de una propuesta de disposiciones normativas, fruto del 
estudio comparado del Derecho cooperativo de varios Estados europeos, que, de acuerdo 
con sus autores, se trataría de normas ideales que reflejan los rasgos más característicos 
de las cooperativas, y aspiran a ser reconocidos y asumidos tanto en la actividad legisla-
tiva como por las propias cooperativas. Los principios propuestos, de forma comentada, 
así como los informes nacionales se encuentran publicados en Fajardo García, G. et al., 
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a unas finalidades específicas, idea que ha querido reforzar la legisla-
ción vasca. Ciertamente, teniendo en cuenta lo anterior, probablemente 
esta denominación se ajuste más a la naturaleza de este instrumento 
que el término fondo, máxime teniendo en cuenta su régimen actual en 
la legislación vasca que, como veremos, obliga a su materialización en 
el ejercicio siguiente al que su dotación fue aprobada. A nuestro parecer, 
una interpretación amplia del término fondo también sería adecuada 
para esta figura y su regulación. En todo caso, esta modificación refuer-
za la voluntad de la legislación vasca de que estas dotaciones no perma-
nezcan en la cooperativa 28.

Volviendo a la naturaleza de la COFIP, ya con anterioridad al cam-
bio de denominación indicado, la Ley 4/1993 preveía que la dotación 
al entonces denominado Fondo de Educación y Promoción Coopera-
tiva debía aplicarse en el mismo ejercicio a tales finalidades, debien-
do materializarse el importe no aplicado a ellas, dentro del ejercicio 
económico siguiente al que se aprobó la distribución de excedentes, 
en títulos de deuda pública de la Comunidad Autónoma de Euskadi, 
cuyos rendimientos deberían emplearse al mismo fin. La normativa 
actual, como veremos, refuerza el deber de materializar su importe en 
dicho plazo.

Además, también con anterioridad al cambio de denominación, esta 
partida se caracterizaba tanto por su irrepartibilidad entre las personas 
socias como por su inembargabilidad, debiendo figurar en el pasivo de 
la cooperativa con separación de otras partidas, características que se 
mantienen.

Principles of European Cooperative Law. Principles, Commentaries and National Reports, 
Intersentia, 2017.

28  Es crítico con esta denominación Nagore Aparicio, I., «Regulación en la legislación 
cooperativa vasca de la contribución para la educación y promoción cooperativa y otros 
fines de interés público y cuestiones que plantea», Boletín de la Asociación Internacional 
de Derecho Cooperativo, núm. 57, 2020, pp. 272-273. Sin poner en duda la competencia 
del legislador vasco sobre la materia, considera que emplear términos más generalmente 
establecidos podría resultar más adecuado para la promoción del cooperativismo. Apunta 
a que no era una necesidad de las cooperativas, el hecho de que en cada lugar tenga un 
nombre diferente, o incluso señala la inconveniencia de esa «denominación interminable» 
y tan genérica, que tiene como consecuencia que nos refiramos habitualmente a ella con 
la denominación abreviada.

En cuanto a la inclusión expresa a otros fines de interés público en la denominación, 
hay que tener en cuenta que la terminología empleada en los distintos textos normativos 
es más variable en este sentido, máxime si hacemos un análisis histórico de la figura. En 
este sentido, se ha apuntado que las leyes vasca y andaluza (Fondo de formación y sos-
tenibilidad) que se trata de «denominaciones que recuperan el sentido social del mismo 
que presentaba el antiguo fondo de obras sociales» (Hernández Cáceres, D., «El principio 
cooperativo de interés…», op. cit., p. 11).
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III.  COFIP Y SOSTENIBILIDAD: POSIBLES DESTINOS

1.  Cuestiones generales

Tradicionalmente estos fondos o contribuciones han estado ligados 
a la educación y promoción del cooperativismo y, en algunos casos, a 
otras finalidades. Por ello, se han vinculado normalmente de forma di-
recta a los principios cooperativos de Educación, formación e informa-
ción (5.º principio 29), de Cooperación entre cooperativas (6.º principio 30) 
y de Interés por la comunidad (7.º principio 31) 32. Además, se pueden 
relacionar directamente con el resto de los principios, puesto que la pro-
pia formación en cooperativismo y su promoción son herramientas para 
promover la democracia, la igualdad y la equidad, la solidaridad, etc. 33

Ahora bien, si nos detenemos en el estudio en detalle de las finali-
dades específicas a las que pueden destinarse estos fondos, observamos 
variaciones notables en los distintos textos legales, que al mismo tiempo 
a lo largo del tiempo han sido objeto de modificación en este ámbito, en 
general para ampliar el listado de posibles aplicaciones. Hay que tomar 
en consideración, en este sentido, el efecto que el propio desarrollo de 
los principios cooperativos y su contenido por la Alianza Cooperativa 
Internacional pueden tener 34.

En las siguientes páginas nos centramos en la normativa vasca vi-
gente 35, sin perjuicio de las referencias a versiones anteriores y a otras 
leyes de cooperativas.

29  «Las cooperativas ofrecen educación y capacitación a sus miembros, representan-
tes electos, administradores y empleados de manera que puedan contribuir de manera 
efectiva al desarrollo de sus cooperativas. Ofrecen información al público en general, par-
ticularmente a los jóvenes y a los líderes de opinión, acerca de la naturaleza y los benefi-
cios de la cooperación».

30  «Las cooperativas sirven a sus miembros con mayor eficacia y fortalecen el movi-
miento cooperativo trabajando unidas a través de estructuras locales, nacionales, regio-
nales e internacionales».

31  Contenido ya expuesto previamente.
32  Entre otros, Gondra Elguezabal, G., «La contribución para la educación y promo-

ción cooperativa y otros fines de interés público —COFIP— en la ley vasca y su aplicabili-
dad», Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, núm. 58, 2021, p. 127; 
Nagore Aparicio, I., «Regulación en la legislación…», op. cit., pp. 271-272; Hernández Cáce-
res, D., «El principio cooperativo de interés…», op. cit., p. 10; Gadea Soler, E., Los fondos 
sociales obligatorios de las sociedades cooperativas (un análisis crítico de su regulación le-
gal), Dykinson, Madrid, 2025, p. 23-28 y 69. En esta línea, también Mata Diestro, H., «Fon-
dos Sociales Obligatorios:…», op. cit., p. 303, apuntando a los principios de «promoción de 
la educación y de compromiso social».

33  Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., p. 127.
34  En este sentido, Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», 

op. cit., p. 11.
35  Para un repaso de la evolución de la legislación vasca en este punto, Gondra Elgue-

zabal, G., «La contribución…», op. cit., pp. 141-145.
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Antes de pasar a dicho análisis, resulta procedente señalar que, sien-
do las leyes de cooperativas las que regulan los posibles destinos de estos 
fondos, incluida la COFIP, la aplicación concreta será decidida por cada 
cooperativa, correspondiendo a los estatutos o a la asamblea general la 
fijación de las líneas básicas de aplicación (art. 72.1.I), y al órgano de 
administración la fijación del plan y su ejecución, aunque cabría delegar 
esta última función en otro órgano determinado por la cooperativa 36.

2.  Los destinos específicos en la LCE 

La vigente Ley 11/2019, de 20 de diciembre, de Cooperativas de Eus-
kadi enumera en el art. 72.1 las finalidades a las que puede destinarse la 
COFIP, supuestos que recogemos en las siguientes páginas. Ha de hacer-
se notar que el art. 72.1.I hace mención expresa a que tales finalidades 
son de interés público 37.

a)  La formación y educación de sus personas socias y personas tra-
bajadoras sobre el cooperativismo, actividades cooperativas y otras mate-
rias no relacionadas con el puesto de trabajo.

Se trata de una finalidad relacionada con el 5.º principio cooperati-
vo, de Educación, formación e información, en este caso dirigido a per-
sonas directamente relacionadas con la cooperativa, bien como socias, 
bien como trabajadoras.

Un análisis conjunto de las leyes de cooperativas del Estado español 
refleja que se trata de una finalidad acogida en los distintos textos lega-
les, si bien con unos matices que las diferencian. Así, por ejemplo, y sin 
ánimo de presentar ahora un análisis exhaustivo, la ley estatal recoge 
como posible destino «la formación y educación de sus socios y traba-
jadores en los principios y valores cooperativos, o en materias específi-
cas de su actividad societaria o laboral y demás actividades cooperati-
vas», las leyes catalana y andaluza «la formación de los socios y de los 
trabajadores en los principios y técnicas cooperativos, empresariales, 
económicos y profesionales», mientras que la Ley extremeña se refiere 
a «la formación de los socios y personas trabajadoras de la sociedad 
cooperativa en materia de sociedades cooperativas, así como en técni-
cas económicas, empresariales y profesionales», a la vez que añade «la 

36  Ibid., p. 151.
En Derecho comparado, por ejemplo, la legislación costarricense prevé un órgano 

específico, el Comité de educación y bienestar social, que sería el encargado de redactar, 
someter a la aprobación del consejo de administración y poner en práctica los proyectos y 
planes de obras sociales. Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», 
op. cit., p. 14.

37  Art. 72.1.I: «La contribución obligatoria impuesta sobre los excedentes citada en 
el art. 70.2.a) se destinará, en aplicación de las líneas básicas fijadas por los estatutos o la 
asamblea general, a alguna de las siguientes finalidades de interés público […]».
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realización de actividades de formación y promoción dirigidas a socios y 
trabajadores con especiales dificultades de integración social o laboral o 
la formación de las personas trabajadoras, sean socios o no, en materia 
de prevención de riesgos laborales», estando estas últimas finalidades 
también previstas en la ley andaluza 38.

Uno de los aspectos más llamativos de la norma vasca, máxime en 
contraste con el resto de las normas, es que se ha optado por excluir de 
forma expresa las materias relacionadas con el puesto de trabajo. Esta 
exclusión fue fruto de la reforma de 2008, dado que previamente se pre-
veía como posible destino las actividades «la formación y educación de 
sus socios y trabajadores en los principios cooperativos y en sus valores 
o en materias relacionadas con el trabajo y demás actividades cooperati-
vas». Tal modificación fue fruto de una enmienda de adición al Proyecto 
de Ley de la sociedad cooperativa pequeña de Euskadi (como sucedió 
con todas las modificaciones en relación con la COFIP en tal ley), y ten-
dría como finalidad restringir sus destinos a finalidades de interés públi-
co 39, expresión que se añadió al nuevo art. 68 bis de la Ley 4/1993, y que, 
como hemos mencionado, se mantiene en el art. 72.1.I de la ley vigente.

Tal modificación cuenta tanto con voces a favor como detractores. 
Así, por un lado, se ha apuntado la necesidad de que se acote esta fina-
lidad, de forma que no se convierta en un «cajón de sastre» que podría 
incluir «cualquier actuación formativa en aspectos técnicos directamen-
te relacionados con el objeto social de la cooperativa». Se señala que, 
si bien la formación en aspectos técnicos es necesaria en cualquier em-
presa, en las cooperativas tendría especial importancia la formación en 
valores cooperativos y, especialmente, «en las actitudes y técnicas que 
fomentan y asientan la participación democrática en la gestión de la 
propia sociedad» 40.

No obstante, otras voces señalan, entre otras cuestiones, que esta 
decisión chocaría con el propio contenido del 5.º principio cooperati-
vo 41. Efectivamente, este principio incluye tanto la educación, como la 

38  Por su parte, Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», 
op. cit., p. 12 explica cómo en el ámbito internacional, al contrario de lo que sucede en 
España, es regla general que las legislaciones que regulan un fondo con objetivos sociales 
tengan previsiones a favor de las personas trabajadoras (acción asistencial, aumento de 
salarios, ayudas por calamidades o por fallecimiento de las personas trabajadoras).

39  Enmienda de adición del Grupo Parlamentario Eusko Abertzaleak —Nacionalistas 
Vascos y del Grupo Parlamentario Mixto— Ezker Batua Berdeak. Específicamente indica 
que «se han revisado sus finalidades tratando de compaginar la realidad social cooperati-
va con el carácter de interés público de dichas finalidades». En https://www.legebiltzarra.
eus/ic2/restAPI/pvgune_descargar/default/ff193188-ee24-41d0-bee3-ccbb88dc7823.

40  Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., pp. 151-152 y 153-154, en las 
que enumera ejemplos de acciones formativas que, a su juicio, no quedarían incluidas 
entre los posibles destinos de la COFIP, como pueden ser formación en logística, abasteci-
miento, productivos, comerciales, etcétera.

41  Nagore Aparicio, I., «Regulación en la legislación…», op. cit., p. 274.

https://www.legebiltzarra.eus/ic2/restAPI/pvgune_descargar/default/ff193188-ee24-41d0-bee3-ccbb88dc7823
https://www.legebiltzarra.eus/ic2/restAPI/pvgune_descargar/default/ff193188-ee24-41d0-bee3-ccbb88dc7823
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formación y la información, con la finalidad de «permitir el desarrollo 
de una cooperativa próspera y sostenible» 42. Lo anterior incluye ofrecer 
aptitudes para que las personas socias puedan participar plenamente 
en la cooperativa, dirigirla con prácticas empresariales éticas y efica-
ces, controlarla democráticamente, desarrollar la actividad cooperativa, 
etc. 43. Excluir los aspectos relacionados con el puesto de trabajo puede 
limitar el empleo de estos fondos a finalidades relacionadas con este 
principio y con el desarrollo de la cooperativa. En todo caso, no nos pa-
rece adecuado rechazar cualquier acción formativa relacionada con el 
puesto de trabajo, máxime si se realiza con una perspectiva cooperativa.

Podría deducirse que la voluntad de la ley ha sido excluir los gastos 
propios que se pueden vincular a la actividad empresarial, que deberían 
ser a cargo de otras partidas de la cooperativa, incluyendo la formación 
relacionada con el puesto de trabajo. Sin embargo, esta interpretación 
no parece completamente refrendada por el texto legal, máxime con la 
referencia a las actividades cooperativas.

No cabe duda de que el precepto ampara el empleo de la COFIP en 
formación y educación en relación con las características propias de las 
cooperativas, sus principios y valores, su modo de organizarse, sus or-
ganizaciones, su historia, etc. Ha de entenderse, además, que los medios 
para llevar a cabo esta formación o educación pueden ser muy diversos, 
y se podrían incluir los bienes o equipos necesarios para ello 44.

Más dudas genera interpretar el mencionado término actividades 
cooperativas 45. Puede resultar de ayuda para la interpretación de este 
precepto en este punto la redacción previa a la modificación de 2008, 
que se refería a «la formación y educación de sus socios y trabajadores 
en los principios cooperativos y en sus valores o en materias relacio-
nadas con el trabajo y demás actividades cooperativas». Partiendo de 
lo anterior, esta expresión podría hacer referencia a o incluir la deno-
minada actividad cooperativizada. En tal caso, ha de tenerse en cuen-
ta que esta puede ser muy diversa, en atención al tipo de cooperativa 
de que se trate (partiendo de una clasificación general, cooperativas de 

42  Alianza Cooperativa Internacional, Notas de orientación…, op. cit., p. 64.
43  Ibid., pp. 64-69. Se subraya, por ejemplo, el caso de los programas que ayudan al 

personal de primera línea a desarrollar las aptitudes profesionales que necesitan para 
llevar a cabo sus funciones de manera eficaz, sin perder de vista el distintivo carácter coo-
perativo de las empresas (especialmente en aquellos casos en que provienen de empresas 
de capital) (p. 69).

44  Encontramos unos ejemplos en Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., 
p. 153.

45  Se ha propuesto la interpretación de acuerdo con la cual el anterior incluiría 
«aquellas acciones que, por ejemplo, viniendo obligada a desarrollar la propia Cooperati-
va, constituyen un hecho diferencial de las sociedades clásicas e inherentes a su espíritu, 
como por ejemplo la efectiva ejecución de la democracia participativa de los socios a 
través de su participación en la Asamblea General». Gondra Elguezabal, G., «La contribu-
ción…», op. cit., p. 152.
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consumo, de provisión o, de forma particular, de trabajo asociado). En 
el caso de las personas socias trabajadoras o de trabajo, esta actividad 
es precisamente la prestación del trabajo personal, que parece que, de 
acuerdo con lo indicado, quedaría excluida. En este sentido, cabría in-
terpretar que la exclusión se referiría a la formación en materias rela-
cionadas con el puesto de trabajo de personas no socias, lo que sería 
más coherente con el 5.º principio cooperativo y las limitaciones de las 
cooperativas de trabajo asociado para contar con personas trabajadoras 
asalariadas 46. No obstante, la redacción del precepto no diferencia entre 
personas asalariadas o socias, por lo que podría ser una interpretación 
forzada 47. En todo caso, sería difícilmente comprensible que mediante 
la COFIP puedan financiarse actividades formativas relacionadas con 
la actividad cooperativizada, pero no en el caso de las cooperativas de 
trabajo asociado.

Por otro lado, ha de llamarse la atención sobre la amplitud de la 
expresión otras materias no relacionadas con el puesto de trabajo, dado 
que no se establece ningún criterio específico, a excepción de que no 
se relacione con el puesto de trabajo. Ciertamente, quien suscribe estas 
líneas no alcanza a entender el sentido de esta nueva redacción, máxi-
me teniendo en cuenta la redacción originaria del precepto que, como 
decíamos, se refería, a «la formación y educación de sus socios y tra-
bajadores en los principios cooperativos y en sus valores o en materias 
relacionadas con el trabajo y demás actividades cooperativas». La vo-
luntad declarada de la enmienda propuesta y aceptada era, como se ha 
dicho, restringir sus posibles destinos. Sin embargo, el resultado que se 
deriva de la literalidad del texto es la eliminación de la posibilidad de 
destinar la COFIP a formación en materias relacionadas con el puesto 
de trabajo y, al mismo tiempo, la ampliación a cualquier otra materia. 
Una interpretación teleológica podría llevarnos a la conclusión de que 
tales materias deberían estar vinculadas al interés público, concepto 
que, por otro lado, tampoco queda concretado en la ley. En todo caso, si 
la finalidad de la modificación era simplemente excluir la formación en 
materias relacionadas con el puesto de trabajo, la fórmula empleada no 
ha sido la más acertada.

b)  La promoción de las relaciones intercooperativas, incluyendo 
la cobertura de gastos por la participación en entidades creadas para la 
promoción, asistencia, dirección común o actividades de apoyo entre 
cooperativas.

46  Parece que así se apunta también en Nagore Aparicio, I., «Regulación en la legisla-
ción…», op. cit., p. 274, quien es crítico con la eliminación de las cuestiones relacionadas 
con el puesto de trabajo de los posibles destinos de la COFIP.

47  Apunta en este sentido Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., p. 152 
que «no cabría una lectura integradora que supere una concepción restrictiva en este 
sentido».
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Se trata de una finalidad directamente vinculada al 6.º principio coo-
perativo, de cooperación entre cooperativas. Ha de entenderse que se 
refiere a cualquier tipo de relación intercooperativa, sea propia de la 
intercooperación asociativa (notablemente, las uniones, federaciones o 
confederaciones de cooperativas, u otras no específicas del cooperativis-
mo) o de la intercooperación empresarial (sea mediante figuras típicas 
cooperativas, como las cooperativas de segundo o ulterior grado o los 
grupos de cooperativas, u otras fórmulas varias que pueda permitir el 
ordenamiento jurídico), se cree o no una entidad con personalidad jurí-
dica propia.

Por otro lado, la expresión promoción de las relaciones intercoope-
rativas es ciertamente muy amplia. Sólo se especifica que se incluyen 
los gastos por la participación en las entidades que se creen, expresión 
asimismo amplia, que podría incluir desde los gastos de incorporación 
a ellas a los gastos derivados de la participación en las mismas (por 
ejemplo, por asistencia a reuniones). Sin embargo, parece cuestionable 
que puedan sufragarse los gastos referidos a la obtención de servicios o 
bienes de estas entidades 48.

Las distintas leyes de cooperativas en España emplean de nuevo 
fórmulas diversas para referirse a esta finalidad. Algunas optan por ex-
presiones más genéricas como la promoción de las relaciones intercoo-
perativas (por ejemplo, la ley estatal o la catalana), o la realización de 
actividades intecooperativas (Aragón). En otros casos, se trata de deli-
mitar más esta cuestión, como es el caso de Valencia («la promoción 
de las relaciones intercooperativas, comprendiendo toda la cooperación 
entre cooperativas recogida en el Título II de esta ley y cualquier tipo de 
colaboración o acuerdo que fomente dicha relación, así como la forma-
lización de asociaciones de índole cooperativo»), Navarra («el fomento 
de la asistencia técnica, la creación de supraestructuras de apoyo a las 
cooperativas y, en general, cuantas actividades puedan enmarcarse en el 
principio de la intercooperación»), etc. El hecho de que la ley vasca esté 
algo más desarrollada en cuanto al modo en que puede materializarse 
la COFIP en relación con esta finalidad podría ayudar a concretar sus 
posibles destinos, aunque en realidad no supone una especialidad.

Por otro lado, la amplitud del concepto de relaciones intercooperati-
vas podría dar cabida a la participación como socia en otra cooperativa, 

48  Sobre esta última cuestión, ibid., p. 154. El autor sí incluye como ejemplos de gas-
tos que podrían pagarse a cargo de la COFIP las cuotas de entrada o «derrama de pérdi-
das», pero no el capital, por ser reembolsable. Creemos que hay que tener en cuenta que 
esta última característica dependerá de la entidad que se emplee para la intercooperación. 
En cuanto a las pérdidas, puede resultar asimismo cuestionable, por la relación que pueda 
tener, dependiendo del tipo de intercooperación de que se trate, con los servicios presta-
dos o bienes entregados a las cooperativas integrantes.

El mismo autor (p. 155) recoge un elenco de posibles destinos que, entiende, puede 
tener la COFIP dentro de esta finalidad.
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en la medida en que, además de a motivos de índole empresarial, puede 
responder a la lógica de cooperación entre cooperativas 49. Sin embargo, 
esta interpretación puede encontrar dificultades para sostenerse, entre 
otros motivos por el mismo precepto que estamos estudiando, que en su 
letra e) se refiere a la promoción de nuevas cooperativas, pero de forma 
indirecta.

c)  La promoción educativa, cultural, profesional y asistencial, así 
como la difusión de las características del cooperativismo en el entorno 
social en que se desenvuelva la cooperativa y en la sociedad en general.

En este caso, nos encontramos con una finalidad de contenido muy 
amplio, que mezcla cuestiones que tienen que ver con la promoción del 
entorno y de la sociedad (vinculado al 7.º principio cooperativo, de Inte-
rés por la comunidad) con la difusión o promoción del cooperativismo 
(relacionado con el 5.º principio).

El resto de las leyes de cooperativas del Estado contienen en general 
referencias a finalidades referidas tanto a la promoción educativa, cul-
tural, profesional y asistencial, así como a la promoción del cooperati-
vismo, si bien usando fórmulas diversas (en el sentido de que la técnica 
empleada varía considerablemente de una ley a otra, en cuanto a si se 
regulan en uno no varios apartados), e incluyendo contenido variado en 
cuanto a los destinos específicos. Así, y a mero título de ejemplos, la ley 
estatal incluye asimismo «la mejora de la calidad de vida y del desarrollo 
comunitario y las acciones de protección medioambiental», mientras 
en otros casos se añade también «la atención a objetivos de incidencia 
social y de lucha contra la exclusión social» (leyes catalana y castellana 
leonesa), o «la defensa y promoción del medio ambiente, del consumo 
responsable y de la protección social en toda su extensión (sanitaria, 
educativa, de servicios sociales, de promoción y protección de los de-
rechos de la infancia y la adolescencia y de protección a los mayores), 
así como las labores de investigación y desarrollo de forma directa o co-
laborativa con instituciones, universidades o entidades, tanto públicas 
como privadas» (ley valenciana) 50.

Ciertamente, las finalidades que pueden entrar en esta previsión son 
muy amplias. Se ha apuntado a que esta cláusula ampararía práctica-
mente cualquier actuación redunde en beneficio de la comunidad o de 
determinados colectivos del entorno susceptibles de asistencia, cuando 

49  Pensemos, por ejemplo, en una cooperativa que opta por ser socia de una coopera-
tiva energética en lugar de otro tipo de comercializadora, siguiendo una lógica de colabo-
ración entre cooperativas. En tal caso podría defenderse que la COFIP podría emplearse 
para pagar la aportación al capital.

50  En general, sobre esto, Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de inte-
rés…», op. cit., pp. 11-12.
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no se busque exclusivamente el interés empresarial de la cooperativa 51. 
Suscribiendo esta conclusión, no hay que perder de vista que en el caso 
de la ley vasca hay finalidades que en principio no quedarían incluidas, 
como las acciones de protección medioambiental (volvemos sobre ello 
más adelante).

En cuanto a la vertiente de promoción del cooperativismo, ha de 
hacerse notar que la ley de cooperativas vasca no se refiere propiamente 
a la promoción del cooperativismo, sino a la difusión de las características 
del cooperativismo en su entorno y en la sociedad en general, expresión 
que, por amplia que sea, no incluye cualquier actividad e iniciativa re-
lacionada con la promoción del cooperativismo. Lo cierto es que la de-
nominación Contribución para la Educación y Promoción Cooperativa y 
Otros Fines de Interés Público incluye la expresión promoción cooperati-
va, y creemos que las acciones con la finalidad de promover el coopera-
tivismo deberían de tener cabida entre sus finalidades. Ello requeriría 
de una modificación de la legislación vasca que no resulte restrictiva en 
este sentido, solución que nos parece adecuada.

d)  La promoción del uso del euskera.

Se trata de una finalidad específica en la ley vasca, no sólo por el 
idioma específico al que se refiere (el euskara), sino por mencionar la 
promoción de un idioma propio. Ello no impide que en el ámbito de 
aplicación del resto de leyes tal finalidad pueda entenderse incluida den-
tro de la promoción educativa o cultural del entorno. Igualmente, no es 
impedimento para que la COFIP pueda emplearse para la promoción de 
otros idiomas, especialmente amparándose en el apartado c), en particu-
lar en cuanto acciones de promoción educativa, cultural o profesional 52.

No obstante, la legislación vasca ha querido dar una entidad propia 
a la promoción del uso del euskara como finalidad específica de la CO-
FIP. Ello queda justificado por el especial interés de la promoción del 
euskara y su uso, lengua que, a pesar de ser propia del País Vasco 53 y de 
contar con carácter oficial en Euskadi, sigue siendo minoritaria, exis-
tiendo todavía hoy diversas barreras para su normalización 54. Esta pre-
visión es, por tanto, coherente con la legislación sobre la normalización 
del uso del euskara y con el deber de adopción de medidas para facilitar 

51  Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., p. 156. En las pp. 157-158 re-
coge ejemplos concretos que considera incluibles.

52  No compartimos, por tanto, la conclusión alcanzada en Nagore Aparicio, I., «Regu-
lación en la legislación…», op. cit., p. 274.

53  Así lo reconoce expresamente también el art. 6.1 de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 
de diciembre, del Estatuto de Autonomía para el País Vasco, reiterado en el art. 3 de la Ley 
10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del euskera.

54  Los datos más actualizados sobre la situación del euskara pueden consultarse en 
Gobierno Vasco, VII Encuesta sociolingüística 2021, Vitoria-Gasteiz 2024.
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que la ciudadanía pueda desenvolverse en esta lengua en los distintos 
ámbitos de su vida 55.

La COFIP podría destinarse, en virtud de esta finalidad, al diseño e 
implantación de planes de euskara, organización de actos culturales o 
formativos, contribución a iniciativas relacionadas con el uso del eus-
kara (euskaltegis, gau-eskolak, Korrika, ikastolas, Euskaraldia…), etc. 56

e)  La promoción de nuevas empresas cooperativas mediante apor-
taciones dinerarias a una entidad sin ánimo de lucro promovida por el 
movimiento cooperativo vasco.

Se trata, de nuevo, de una finalidad vinculada a la promoción del 
cooperativismo. En algún caso se ha apuntado que esta finalidad cabría 
entre las señaladas en la letra c) 57, pero, como señalábamos, en aquel 
caso se hace referencia a la difusión de las características del cooperati-
vismo, y no a la promoción del cooperativismo.

En cualquier caso, lo que resulta indiscutible es que la promoción de 
cooperativas mediante aportaciones dinerarias a una entidad sin ánimo 
de lucro promovida por el movimiento cooperativo vasco entra dentro 
de los posibles destinos de la COFIP. Ejemplo de ello puede ser la coope-
rativa Elkar-lan, cooperativa de segundo grado fundada por el Consejo 
Superior de Cooperativas de Euskadi y Konfekoop, cuyo objeto y finali-
dad es precisamente la promoción de cooperativas 58.

Nótese que la legislación vasca condiciona este destino a que las 
aportaciones sean dinerarias, a que la promoción sea realizada por en-
tidades sin ánimo de lucro (a quienes han de hacerse las aportaciones), 
a que estas hayan sido promovidas por el movimiento cooperativo vas-
co, y a que se trate de cooperativas nuevas. Estos requisitos excluyen 
aportaciones no dinerarias, directas 59, mediante entidades que no ten-
gan la consideración de sin ánimo de lucro o en cuya promoción no 
haya participado el movimiento cooperativo vasco, o el crecimiento de 
cooperativas ya constituidas 60. La explicación de estas condiciones po-
dría encontrarse, al menos parcialmente, en la voluntad de que haya 
un mayor control sobre el empleo de la COFIP cuando se destine a esta 
finalidad, así como vincularla especialmente al movimiento cooperativo 
vasco (aunque no se exija que las nuevas cooperativas deban ser vascas).

55  Notablemente la mencionada Ley 10/1982.
56  Ejemplos recogidos en general (con algún nuevo ejemplo incluido por la autora de 

este trabajo) en Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., p. 159.
57  Ibid.
58  Véase https://www.elkarlan.coop/es/. Encontramos otros ejemplos en ibid., quien 

menciona asimismo a APES-Euskadi, Bizikoop y Promokoop fundazioa.
59  En el caso de la legislación valenciana se permite la gestión directa por parte de la 

cooperativa, además de poder hacerlo mediante un fondo colectivo común para tal fin.
60  Esta opción se recoge, por ejemplo, en las leyes catalana y valenciana.

https://www.elkarlan.coop/es/
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f)  La formación y educación de las personas socias y trabajadoras 
para el fomento en las sociedades cooperativas de una política efectiva 
para avanzar hacia la igualdad de mujeres y hombres.

Se trata de una finalidad vinculada a la igualdad de género, que al 
mismo tiempo se ha vinculado a varios de los principios cooperativos 61. 
Esta relación, sin embargo, no tiene como reflejo una igualdad de gé-
nero efectiva en las cooperativas, por lo que siguen siendo necesarias 
políticas de promoción de la igualdad en su seno, al mismo tiempo que 
lo son en el entorno de las cooperativas y en la sociedad en general.

Son varias las leyes de cooperativas que recogen entre las posibles 
finalidades de los fondos de educación y promoción cuestiones relacio-
nadas con la igualdad de género, en general de forma más amplia que 
la vasca. Así, varias leyes recogen como posible finalidad de los fondos 
equivalentes a la COFIP, con fórmulas diversas pero similares, el fomen-
to de la responsabilidad social empresarial/sostenibilidad empresarial y 
de una igualdad de género efectiva 62. Es por ello llamativo que la ley vas-
ca haya optado por limitar esta finalidad a la formación y educación de 
las personas socias y trabajadoras en la materia, dejando fuera a todas 
las acciones de promoción de una igualdad efectiva que no se encuadren 
dentro de la formación y educación (si bien estos términos pueden inter-
pretarse de forma amplia) y que no estén destinadas a personas socias 
y trabajadoras, lo que excluye las acciones destinadas al entorno o a la 
sociedad en general. Esta redacción tiene su origen en la propuesta del 
Informe sobre el Proyecto de Ley de Cooperativas realizado por Emakun-
de, que toma como punto de partida, en cuanto a los posibles destinos 
de la COFIP, la importancia que se da a la formación de las personas que 
integran la cooperativa, y entiende oportuno que se incluya referencia 
expresa a la formación y educación en materia de igualdad de género 63.

61  Entre otras, Senent Vidal, M. J., «Principios cooperativos, género y RSE», Cuader-
nos mujer y cooperativismo, núm. 13, 2011, pp. 6-14.

62  De nuevo, a título de ejemplo, las leyes catalana, extremeña, andaluza (para tener 
en cuenta, además, que en el caso de las cooperativas andaluzas estas deben destinar 
como mínimo un 10 por ciento del fondo a objetivos relacionados con la igualdad de 
género y un 15 por ciento a la sostenibilidad empresarial, de acuerdo con el art. 56.1 del 
Decreto 123/2014, de 2 de septiembre, que aprueba el Reglamento de la Ley Sociedades 
Cooperativas Andaluzas), canaria, gallega, etcétera.

63  En concreto se indicaba que «El Fondo de Reserva Obligatorio [sic] refleja aspec-
tos tan importantes para las cooperativas como la formación de las personas que lo inte-
gran, por ello el art. 72 debería de incluir un apartado que recoja la formación y educación 
de las personas socias y trabajadoras en el fomento de una política efectiva de igualdad 
de género, materia transversal de suma importancia para poder materializar el principio 
de igualdad de mujeres y hombres» (p. 8). En https://www.euskadi.eus/contenidos/proyec-
to_ley/28_pley_xileg/es_def/adjuntos/Informe%20Emakunde.pdf.

Esta propuesta fue acogida por la enmienda núm. 19 de adición presentada por el 
grupo parlamentario Elkarrekin Podemos al proyecto de la Ley de Cooperativas de Euska-
di hoy vigente, que proponía la siguiente redacción: «La formación y educación de las per-
sonas sociales y trabajadoras en el fomento de una política efectiva para avanzar hacia la 

https://www.euskadi.eus/contenidos/proyecto_ley/28_pley_xileg/es_def/adjuntos/Informe%20Emakunde.pdf
https://www.euskadi.eus/contenidos/proyecto_ley/28_pley_xileg/es_def/adjuntos/Informe%20Emakunde.pdf
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Por ello, aunque consideremos que lo idóneo sería que la COFIP 
pudiera emplearse para sufragar iniciativas vinculadas con la igualdad 
de género que no sean formativas o educativas y/o que estén dirigidas 
a otros colectivos (y muy probablemente compartan esta opinión las 
personas autoras del citado Informe), lo cierto es que la redacción ac-
tual parece limitar la posibilidad de emplear la COFIP en esta materia a 
acciones formativas y educativas para los colectivos indicados.

En consecuencia, y aunque opinemos que la posibilidad de emplear 
la COFIP para diseñar e implantar planes de igualdad en las cooperati-
vas, así como para hacer su seguimiento, sería deseable 64, no parece que 
la ley de cooperativas vasca ampare esta opción en la actualidad. Cierto 
es que estos planes suelen incluir acciones de formación y educación, en 
relación con las que no habría duda sobre la posibilidad de empleo de 
la COFIP. No puede afirmarse lo mismo, sin embargo, de otro tipo de 
acciones vinculadas a los planes de igualdad, incluyendo su diseño y fa-
ses previas. Quizá cabría la financiación de una parte de su elaboración 
y seguimiento, pero siempre justificando su vínculo con la formación y 
la educación. Todo ello sin perjuicio, de nuevo, de la cabida que puedan 
tener acciones vinculadas a la igualdad de género en otros apartados, 
especialmente el c), dentro de los márgenes de su redacción.

Traemos a colación asimismo alguna crítica hacia esta redacción, no 
por sus limitaciones, sino por no referirse a otras formas de discrimina-
ción 65. No compartimos completamente tal crítica, por distintos moti-
vos. En primer lugar, y sin extendernos en esta cuestión, las menciones 
expresas a la igualdad de género en la legislación están vinculadas a ele-
mentos como la desigualdad estructural histórica entre mujeres y hom-
bres en los distintos ámbitos (incluso legal), la enorme proporción de 
la población a la que afecta, los avances del feminismo en nuestro con-
texto, o a obligaciones derivadas de distintos tratados internacionales o 
la legislación que se ha ido desarrollando durante las últimas décadas. 
Tampoco ha de perderse de vista que la lucha por la igualdad de género 
ha sido y es además emblemática e impulsora de la lucha contra otras 
desigualdades y la interseccionalidad. Por ello, teniendo en cuenta que 
efectivamente existen otras formas de discriminación contra las que se 
debe actuar, nos parece que la fórmula más adecuada no es eliminar la 
mención expresa a la igualdad de género. Nos parece preferible emplear 

igualdad de mujeres y hombres así como a una sociedad libre de cualquier manifestación 
de discriminación o violencias machistas, en particular en el ámbito laboral». En https://
www.legebiltzarra.eus/ic2/restAPI/pvgune_descargar/default/bd9fd51b-24dd-4203-9b40-
c0a9e8fb47b1.

64  Plantean esta posibilidad Gondra Elguezabal, G., «La contribución…»,  op. cit., 
p. 161 o Gadea Soler, E., Los fondos sociales obligatorios…, op. cit., p. 80.

65  Nagore Aparicio, I., «Regulación en la legislación…», op. cit., p. 274, quien critica 
que se haga referencia sólo a la igualdad de género y no a otro tipo de discriminaciones, 
apuntando que no quedarían incluidos los planes de igualdad racial (entendiendo, por lo 
tanto, que sí quedarían incluidos los planes de igualdad de género).

https://www.legebiltzarra.eus/ic2/restAPI/pvgune_descargar/default/bd9fd51b-24dd-4203-9b40-c0a9e8fb47b1
https://www.legebiltzarra.eus/ic2/restAPI/pvgune_descargar/default/bd9fd51b-24dd-4203-9b40-c0a9e8fb47b1
https://www.legebiltzarra.eus/ic2/restAPI/pvgune_descargar/default/bd9fd51b-24dd-4203-9b40-c0a9e8fb47b1
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una fórmula más amplia que se refiera a la sostenibilidad y la respon-
sabilidad social empresarial, incluso pudiendo hacer referencia a los 
derechos humanos, y con mención expresa a la igualdad de género, sin 
perjuicio de la posibilidad de añadir otros motivos de discriminación, 
(fórmula que permitiría usar la COFIP en relación con otras formas de 
discriminación), y que, como decíamos, permita incluir las iniciativas 
no sólo formativas o educativas y las que estén destinadas no sólo a per-
sonas socias y trabajadoras.

g)  Posibilidad de empleo de la COFIP para dotar de liquidez a la coo-
perativa o para ayudar a frenar o reducir situaciones de emergencia y/o 
paliar sus efectos en situaciones determinadas 66.

Se trata de una finalidad que se aleja de los destinos más tradicio-
nales o habituales de la COFIP o fondos equivalentes. Su origen está en 
la pandemia del covid-19, y encontramos su antecedente en el Real De-
creto-Ley 15/2020, de 20 de abril, de medidas urgentes complementarias 
para apoyar la economía y el empleo, que, entre otras medidas, recogía 
la posibilidad de emplear el Fondo de educación y promoción para dar 
liquidez a la cooperativa o ayudar a frenar la crisis sanitaria.

La Ley vasca vigente recoge una medida similar, prevista para si-
tuaciones en que se declare el estado de alarma, excepción o sitio, para 
los casos en que se declare por el Estado zona afectada gravemente por 
una emergencia de protección civil, o por la Comunidad Autónoma se 
haya declarado en una zona la situación de emergencia catastrófica, de 
acuerdo con las leyes de protección civil y de gestión de emergencias co-
rrespondientes. En estos casos se permite que las cooperativas puedan 
destinar la COFIP, total o parcialmente, a dos finalidades distintas 67.

Por un lado, se permite su empleo como recurso financiero, para 
dotar de liquidez a la cooperativa, cuando la situación de emergencia 
le afecte directamente y sea necesario para su funcionamiento. En este 
caso excepcional, se requiere que las cuantías de la COFIP empleadas 
para esta finalidad sean restituidas. A tal efecto, se establece la obliga-
ción de destinar, al menos, el 30 por ciento de los excedentes de libre 
disposición de cada año a restituir la COFIP, hasta que esta alcance la 
cuantía que tenía en el momento de adopción de la decisión de la apli-
cación excepcional. Para ello se cuenta, además, con un plazo máximo 
de 10 años.

Por otro lado, la COFIP podrá destinarse a acciones que redunden 
en ayudar a frenar o reducir la situación de emergencia o a paliar sus 

66  Art. 72.6 de la Ley 11/2019, de 20 de diciembre, de Cooperativas de Euskadi.
67  Otras leyes han optado por la posibilidad de que en casos de fuerza mayor los 

fondos equivalentes se empleen para otros fines, con la debida justificación. Se trata de 
una opción que puede amparar más supuestos, aunque menos garantista en cuanto a las 
condiciones en las que se podrá hacer.
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efectos. Ello podrá hacerse de forma directa, mediante acciones propias, 
o mediante donaciones a entidades públicas o privadas que intervengan 
en ellas o a las propias cooperativas afectadas. Esto último constituye 
un nuevo supuesto de finalidad vinculada a la promoción del cooperati-
vismo, siendo reflejo de la solidaridad entre cooperativas. En estos casos 
no existe obligación de resarcimiento de la COFIP.

Tratándose de una medida excepcional, en ambos casos se requiere 
la homologación del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, con 
el objeto de verificar su necesidad y destino. Asimismo, se permite, ex-
cepcionalmente, que sea el consejo rector quien asuma la competencia 
para aprobar la aplicación de la COFIP cuando la asamblea general «no 
pueda ser convocada para su celebración a través de medios telemáti-
cos» (y, suponemos, tampoco de forma presencial).

No obstante, hay que recordar que los fondos que integran la COFIP 
deberían ser materializados en el ejercicio siguiente al que fue aprobada 
la distribución de excedentes, por lo que la aplicación de esta opción se 
antoja, al menos en teoría, limitada 68.

3.  Consideraciones en torno a los posibles destinos de la COFIP

Como se puede comprobar, los distintos posibles destinos de la CO-
FIP quedan vinculados de forma directa o indirecta a la sostenibilidad. 
Esto sucede, por un lado, en el caso de las finalidades vinculadas a la 
promoción del cooperativismo, en la medida en que el propio coopera-
tivismo, como decíamos, está estrechamente vinculado a la sostenibili-
dad. Pero tal vínculo se observa también tanto en la referencia a que se 
trata de finalidades de interés público como en el hecho de que el resto 
de las finalidades se vinculan a la promoción educativa, cultural, profe-
sional y asistencial en el entorno social de la cooperativa y en la sociedad 
en general, la promoción del uso del euskera, la igualdad de género, o, 
en su caso, ayudar a frenar o reducir situaciones de emergencia y/o a 
paliar sus efectos.

Por otro lado, un primer vistazo a la legislación vasca parece pre-
sentar un catálogo relativamente amplio de finalidades a las que puede 
destinarse la COFIP. No obstante, la lectura más detenida de la ley nos 
muestra que tales finalidades son en realidad bastante limitadas, bien 
por haber optado por excluir alguna finalidad sí prevista en versiones 
anteriores y en otras legislaciones (formación vinculada al puesto de 
trabajo), bien porque la redacción empleada resulta en ocasiones limita-
tiva. Esto sucede por ejemplo en el caso de la difusión de las caracterís-

68  Así, Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., pp. 166-167, quien apunta 
que esta previsión puede beneficiar a las cooperativas que han venido incumpliendo el 
deber de gastar la COFIP.



ITZIAR VILLAFÁÑEZ PÉREZ

256

ticas del cooperativismo (en lugar de haber optado por la promoción del 
cooperativismo) o la formación y educación en materia de igualdad de 
género (en lugar de la promoción de la igualdad de género). No se inclu-
yen, además, cuestiones más genéricas como la responsabilidad social 
empresarial, la protección del medio ambiente, el desarrollo comuni-
tario, la sostenibilidad, etc., que sí se recogen en otras leyes 69 (además 
de otras posibles finalidades, que no hemos recogido en detalle en este 
trabajo, sin perjuicio de ejemplos que se han mencionado).

Hay que tener en cuenta que, al menos en el caso de la legislación 
vasca, el listado analizado tiene la naturaleza de numerus clausus. Lo 
anterior se explica por las especialidades de esta figura, particularmente 
reflejadas en su régimen jurídico, que exponemos de forma resumida en 
las siguientes páginas.

Esta interpretación queda reforzada por la literalidad del texto del 
art. 72.1 de la ley vasca, que indica que la COFIP «se destinará […] a 
alguna de las siguientes finalidades de interés público». Además, el 
art. 159.2.b LCE recoge como infracción muy grave «no aplicar la con-
tribución para educación y promoción cooperativa y otros fines de inte-
rés público según las determinaciones de la presente ley», lo que incluye 
las finalidades para las que se puede emplear. Hay que añadir, igual-
mente, que emplear el importe de la COFIP en finalidades distintas a 
las legalmente establecidas puede tener como consecuencia la pérdida 
de condición de cooperativa especialmente protegida 70. Cosa distinta es 
que, siguiendo el modelo de la ley valenciana 71, se establezca una pre-
sunción de correcta aplicación de las cantidades destinadas a este fondo 
a las finalidades legales 72.

69  Vid. Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», op. cit., p. 12.
70  Sobre todo esto, también ibid., p. 10 y 15; Gondra Elguezabal, G., «La contribu-

ción…», op. cit., pp. 169-171 (basándose en la normativa fiscal vasca); Gadea Soler, E., Los 
fondos sociales obligatorios…, op. cit., pp. 73-74 y 107-108.

No abordamos en este trabajo la fiscalidad de la COFIP, remitiéndonos para ello a pu-
blicaciones específicas como Atxabal Rada, A., «Kooperatiba-heziketa eta -sustapenerako 
eta interes publikoko beste helburu batzuetarako ekarpenaren —COFIParen— arauketa 
fiskala», Zergak, núm. 63, 22, passim (sobre las consecuencias fiscales de incumplimiento 
de la normativa en torno a la COFIP, p. 190-191), IDEM, «Taxation of the fund for coope-
rative education and promotion and other public interest purposes (COFIP)», Boletín de la 
Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, núm. 61, 2022, passim (sobre las conse-
cuencias de incumplimiento de la normativa en torno a la COFIP, pp. 233-236).

71  Art. 72.1: «Las cooperativas podrán desarrollar los fines previstos en este artículo 
en sus estatutos sociales, regulando detalladamente, sin carácter exhaustivo, las acciones 
o actividades concretas a las que se podrá aplicar el Fondo y el modo de llevarlas a efecto, 
en cuyo caso, una vez inscritos los mismos en el Registro de Cooperativas, se presumirá 
a todos los efectos legales que las cantidades destinadas a las concretas acciones o activi-
dades recogidas de forma expresa en los estatutos han sido correctamente aplicadas a los 
fines previstos en la Ley».

72  Gadea Soler, E., Los fondos sociales obligatorios…, op. cit., pp. 74 y 108.
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Ello nos lleva a excluir la posibilidad de que, con la redacción actual, 
la COFIP pueda destinarse a finalidades vinculadas con la sostenibilidad 
o el medio ambiente, más allá de las expresamente recogidas en la ley 
de cooperativas vasca. Por lo tanto, para tales fines deberán emplearse 
otros recursos de la cooperativa. En este sentido, consideramos que se-
ría adecuado reformular el contenido de este precepto, permitiendo que 
la COFIP pueda destinarse en general a finalidades relacionadas con la 
sostenibilidad, lo que resulta coherente con la naturaleza de esta figura 
y con el desarrollo e interpretación de los principios cooperativos.

Al mismo tiempo, no siempre resulta fácil establecer los límites so-
bre en qué se puede emplear la COFIP y en qué no. No es posible en un 
trabajo de estas características abordar toda la casuística posible, pero 
sirvan como ejemplo un patrocinio a un equipo deportivo local 73, una 
fiesta que se vincule también a la formación y educación en cooperati-
vismo o difusión de las características del cooperativismo, la adquisi-
ción de ordenadores que se destinen tanto a las finalidades ahora men-
cionadas como a la formación en cuestiones relacionadas con el puesto 
de trabajo o, como mencionábamos, el diseño e implantación de un plan 
de igualdad en la parte relacionada con la formación y la educación.

Si bien consideramos que, por los motivos indicados previamente, 
debemos excluir interpretaciones muy amplias de las finalidades previs-
tas en la ley que puedan desnaturalizar la voluntad de esta, creemos que 
debe permitirse una interpretación flexible, siempre que tenga cabida 
en el texto legal, y sin que quepa amparar abusos. Un instrumento útil 
en el control de esta cuestión, aunque siga existiendo un grado de incer-
tidumbre en este aspecto, podría ser el deber de detallar en el informe 
de gestión o en la memoria las finalidades específicas a las que se ha 
destinado la COFIP, incluyendo una justificación de su vínculo con las 
finalidades legalmente permitidas.

IV.  ELEMENTOS PRINCIPALES DE SU REGULACIÓN

1.  Dotación

Como sucede con otros aspectos de la regulación de las cooperativas, 
se trata de una cuestión que varía considerablemente entre las distintas 
leyes. Centrándonos en la ley vasca, esta establece que, anualmente, de 
los excedentes disponibles se destinará: a) Al Fondo de Reserva Obliga-
torio y a la COFIP una cuantía global del 30 por ciento, al menos, desti-

73  Se refiere a este ejemplo Gondra Elguezabal, G., «La contribución…»,  op. cit., 
p. 162, en concreto dar una ayuda a un club de futbol, poniendo en la camiseta el nombre 
de la cooperativa, supuesto en el que la cooperativa también obtendría un beneficio y, ade-
más de una finalidad de promoción cultural en el entorno tendría una finalidad comercial.
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nándose, como mínimo, un 10 por ciento a la COFIP y un 20 por ciento 
al Fondo de Reserva Obligatorio (art. 70.2), si bien en tanto que este 
último no alcance un importe igual al 50 por ciento del capital, la dota-
ción mínima a favor de la COFIP puede reducirse a la mitad (art. 70.3) 74. 
Siendo los indicados unos porcentajes legales mínimos, ha de tenerse en 
cuenta que los estatutos pueden prever unos porcentajes mayores, así 
como la posibilidad de que la asamblea general decida hacer una mayor 
dotación (art. 33.3.c) 75. También formarán parte de la COFIP las san-
ciones económicas a las personas socias (art. 72.4). Del art. 148.2 76 debe 
deducirse que estos criterios serán de aplicación tanto a las cooperativas 
de primer grado como a las de segundo o ulterior grado.

Se ha apuntado que sería procedente entender que quedan incluidos 
los rendimientos de la propia COFIP, así como los ingresos que por su 
naturaleza y finalidad fueran imputables a la misma (como pueden ser 
subvenciones o donaciones) 77. A este respecto, hay que recordar que, 
previamente a la modificación de 2008, se preveían también como fuen-
te de dotación los rendimientos financieros obtenidos por la materiali-
zación, dentro del ejercicio siguiente a aquel en que se hubiera efectua-
do la dotación, en títulos de deuda Pública de la Comunidad del País 
Vasco. Habiendo modificado el régimen en torno al empleo de títulos 
de deuda pública en relación con estos fondos, se eliminó también la 
previsión en torno a los intereses que tal materialización pudiera gene-
rar. Esto obedecería al breve plazo en que estos fondos estarían en la 
cooperativa de acuerdo con la normativa actual, o, como ha apuntado 
algún autor, quizá a motivos fiscales 78. En todo caso, no hay que perder 
de vista la posibilidad de que esos intereses o rendimientos puedan exis-
tir, pareciendo razonable que estos integraran también la COFIP, puesto 
que surgen precisamente de ese patrimonio diferenciado.

74  Sigue, por lo tanto, el modelo de las leyes que hacen depender su dotación en parte 
del Fondo de Reserva Obligatorio. Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de 
interés…», op. cit., p. 16.

75  También puede deducirse del propio art. 70.2, dado que si bien su apartado b) («El 
resto estará a disposición de la asamblea general, que podrá distribuirlo en la forma si-
guiente: retorno a las personas socias; dotación a fondos de reserva voluntarios, con el 
carácter irrepartible o repartible que establezcan los estatutos o, en su defecto, la asam-
blea general; y, en su caso, participación de las personas trabajadoras asalariadas en los 
resultados de la cooperativa, sin perjuicio de su tratamiento contable como gasto») no 
hace referencia a una mayor dotación del Fondo de Reserva Obligatorio o la COFIP, una 
interpretación integradora del precepto nos debe llevar a tal conclusión.

No obstante, Nagore Aparicio, I., «Regulación en la legislación…»,  op. cit., p. 277 
apunta a algunas dificultades en la práctica para que la asamblea se pronuncie sobre ello.

76  Art. 148.2 (sobre cooperativas de segundo o ulterior grado): «La distribución de 
resultados, tanto si son positivos como si registran pérdidas, se acordará en función de 
la actividad cooperativa comprometida estatutariamente, después de haber realizado la 
imputación que proceda a los fondos de reserva y, en su caso, a la COFIP».

77  Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., pp. 145-146.
78  Nagore Aparicio, I., «Regulación en la legislación…», op. cit., p. 273.
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Por otra parte, en cuanto a otro tipo de ingresos con la misma fi-
nalidad, a pesar de que a priori tal solución pueda parecer razonable, y 
así se recoge en algunas leyes de cooperativas 79, no creemos que en este 
caso sea oportuno realizar una interpretación extensiva de la norma. 
Además de no estar así previsto en la ley, la vinculación en todo caso de 
estos ingresos a la COFIP y a su régimen jurídico puede no ser siempre 
apropiado. Por ello, parece más acertado estar a las condiciones especí-
ficas en que se han producido tales ingresos (por ejemplo, condiciones 
específicas de una subvención).

Finalmente, este sistema ha sido objeto de críticas (no sólo especí-
ficamente en cuanto a la ley vasca), dado que la tendencia de algunas 
cooperativas a tener contablemente un beneficio cero o muy reducido 
(que en ocasiones tiene que ver precisamente con las reticencias de las 
personas socias respecto del deber de dotación de estos fondos) tiene 
como consecuencia una dotación muy baja o inexistente de estas par-
tidas. Por ello se ha propuesto emplear como criterio para la dotación 
el importe de las ventas o las compras, aunque sea con un porcentaje 
menor, y considerarlo un gasto a deducir del ingreso bruto 80. Otros plan-
teamientos abogan, para garantizar la suficiencia de este fondo, por la 
contabilización conjunta del resultado de la cooperativa (lo que sucede 
en el caso de las cooperativas vascas) y la imposición de una dotación 
anual, constante y sin excepciones, de al menos un 10 por ciento de los 
beneficios o excedentes, entendiendo que el hecho de que el deber de 
dotación se vincule a que haya beneficios o excedentes respondería al 
objetivo de no poner en riesgo la viabilidad del proyecto cooperativo 81.

2.  Inembargabilidad e irrepartibilidad

El apdo. 3 del art. 72 de la ley vasca es especialmente clarificador en 
cuanto a la naturaleza de la COFIP, en el sentido de que no es propia-
mente un fondo cooperativo, al menos en el sentido de reserva o fondo 
con vocación de tener cierta permanencia en la sociedad, al subrayar 
que la cooperativa no tiene poder de disposición sobre ella, más allá 
de destinarla a las finalidades de interés público recogidas en el mismo 
precepto, «por lo que es, en consecuencia, inembargable, y debe figurar 
en el pasivo del balance». A lo anterior se añade el deber de destinar su 
importe a dichas finalidades dentro del ejercicio económico siguiente al 
que se aprobó la distribución del excedente (art. 72.5, cuestión sobre la 
que volvemos más adelante) o que, en caso de liquidación la COFIP se 

79  Ibid. Pone como ejemplo otras legislaciones, como la andaluza, la navarra y la 
valenciana.

80  Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», op. cit., p. 15, citan-
do a Vicent Chuliá.

81  Gadea Soler, E., Los fondos sociales obligatorios… op. cit., pp. 70 y 91-92.
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pondrá a disposición del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi 
(art. 98).

Por lo tanto, la COFIP se configura como un pasivo, en la medida 
en que se trata de una dotación que ha de destinarse necesariamente a 
alguno o algunos de los fines de interés público legalmente tasados, lo 
que debe hacerse además en el ejercicio siguiente al de la aprobación de 
la distribución del excedente. Todo lo anterior explica su inembargabili-
dad. Igualmente, esta característica implica que las personas socias no 
tendrán ningún derecho sobre la cuantía de la COFIP en caso de causar 
baja de la cooperativa ni en el supuesto de liquidación de esta.

Es coherente con lo anterior la redacción del actual art. 59.1.c de 
la ley vasca, de acuerdo con el cual «la cooperativa responderá por las 
deudas sociales con todo su patrimonio presente y futuro, excepto el co-
rrespondiente a la COFIP, que solo responderá de las obligaciones con-
traídas para el cumplimiento de sus fines». No obstante, debemos man-
tener la crítica que hacíamos al art. 94 de la Ley 4/1993, de Cooperativas 
de Euskadi, cuya redacción se mantiene en el actual art. 98 82, en cuanto 
a la adjudicación del haber social en caso de liquidación. Como señalá-
bamos, no puede aceptarse la interpretación que parece deducirse de él, 
en el sentido de que de su literalidad parece desprenderse que la COFIP 
quedaría incluida en el haber social, y que se pondría a disposición del 
Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi una vez satisfechas las 
deudas sociales en los términos del primer apartado de este precepto, 
dado que ello desvirtuaría su carácter inembargable 83. Por ello, plan-
teábamos que resultaría más adecuada una redacción como la recogida 
en el actual art. 106.1 de la ley de cooperativas catalana, según el cual 
«para adjudicar el haber social de una cooperativa debe respetarse, en 
todo caso, íntegramente, el fondo de educación y promoción cooperati-
vas. Este se pone a disposición de la entidad designada por la asamblea 

82  Art. 98.1: «No se podrá adjudicar ni repartir el haber social hasta que no se hayan 
satisfecho íntegramente las deudas sociales, se haya procedido a su consignación o se 
haya asegurado el pago de los créditos no vencidos».

Art. 98.2: «Satisfechas dichas deudas, el resto del haber social se adjudicará por el 
siguiente orden: a) La contribución para la educación y promoción cooperativa y otros 
fines de interés público se pondrá a disposición del Consejo Superior de Cooperativas de 
Euskadi […]».

83  Villafáñez Pérez, I., Cooperativa y concurso. Estudio de las relaciones jurídicas con 
sus socios, Marcial Pons, 2014, p. 231-232. También critica la redacción de la legislación 
vasca en este punto, dado que puede inducir a pensar que, a pesar de que en principio la 
COFIP sea inembargable, esta condición cesa en caso de liquidación, mostrándose contra-
rio a tal interpretación, el profesor Gadea (entre otras publicaciones, en Gadea Soler, E., 
Los fondos sociales obligatorios… op. cit., p. 96-99).

Para el caso de transformación en sociedad civil o mercantil (art. 89.4.IV), de fusiones 
especiales (fusiones de cooperativas con sociedades civiles, mercantiles o de otro tipo que 
impliquen la absorción de aquellas o la constitución de una nueva sociedad) (art. 87) o 
segregación del patrimonio y/o de personas socias en favor de una entidad no cooperativa 
(art. 88.5), alcanzamos las mismas conclusiones.
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general para la promoción y el fomento del cooperativismo o a dispo-
sición de la entidad asociativa en la que esté integrada la cooperativa. 
Posteriormente, debe procederse según el orden siguiente: a) Saldar las 
deudas sociales […]».

Ahora bien, ha de entenderse que la suma de la COFIP sí garanti-
zaría y respondería de las deudas y responsabilidades contraídas para 
el cumplimiento de sus propios fines, por lo que en tal caso sí podría 
integrar la masa activa, pero sólo a los efectos de hacer frente a tales 
obligaciones, y no para el pago del resto de deudas 84.

Una doctrina cualificada ha cuestionado la inembargabilidad de la 
COFIP (o de los fondos equivalentes), bien en referencia a algunas si-
tuaciones particulares, como cuando la partida se haya materializado 
en bienes para llevar a cabo sus fines 85, bien desde una perspectiva más 
general, teniendo en cuenta la necesidad de protección de que las perso-
nas acreedoras de la cooperativa son también merecedoras 86.

En cuanto al primero de los supuestos, hemos manifestado nuestro 
desacuerdo por entender que los bienes en los que se haya materializado 
la COFIP deberían destinarse y quedar vinculados al cumplimiento de 
los fines de esta, ya que lo contrario desvirtuaría, aunque fuera indirec-
tamente, su finalidad, siempre tomando en cuenta que se trata de una 
especialidad del sistema cooperativo 87. No obstante, aunque tales bienes 
deberían constar separadamente en la contabilidad, hay que admitir que 
en la realidad práctica esta separación no siempre será fácil.

84  Vargas Vasserot, C., «Notas y apuntes sobre el concurso de la sociedad cooperativa 
en España», Derecho de sociedades y concurso. Cuestiones de actualidad en un entorno en 
crisis, Vítolo, J. M., Embid, J. M. y León Sanz, F. J. (dirs.), Comares, Granada, 2011, p. 578. 
Así, por ejemplo, el art. 74.5 de la ley cántabra: «El fondo de formación y promoción es 
inembargable, excepto por deudas contraídas para el cumplimiento de sus fines, e irre-
partible entre los socios, incluso en el caso de liquidación de la sociedad cooperativa, y 
sus dotaciones deberán figurar en el pasivo del balance con separación de otras partidas».

85  Entre otros, Vargas Vasserot, C., «Notas y apuntes…», op. cit., p. 579.
86  Notablemente, el profesor Vargas Vasserot, que desarrolla esta idea en varias publi-

caciones, como es el caso de Vargas Vasserot, C., «Notas y apuntes…», op. cit., p. 578-579. 
Apunta a que la normativa vigente (al menos en el caso de algunas leyes) implica que en 
caso de insolvencia se priorizaría a la Administración (que se quedaría con la cuantía del 
fondo) frente a los acreedores sociales.

87  Villafáñez Pérez, I., Cooperativa y concurso., op. cit., p. 233.
En algún caso (así, en la ley valenciana) se prevé que en el caso de que el fondo o parte 

de él se hubiera aplicado a bienes inmuebles, deberá hacerse público su carácter inembar-
gable en el Registro de la Propiedad.

No obstante, el art. 15.2.I del Real Decreto 84/1993 de 22 de enero, por el que se 
aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 13/1989, de 26 de mayo, de Cooperativas 
de Crédito, prevé, para estas cooperativas, la embargabilidad de los inmuebles propiedad 
de las cooperativas de crédito destinados a las actividades realizadas con cargo al Fondo 
de educación y promoción y que constituyan una aplicación de este, lo que constituiría 
una excepción a la norma general.
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Por lo que respecta a la segunda cuestión, también la hemos aborda-
do desde la perspectiva de que se trata de una particularidad del sistema 
cooperativo, y desde la óptica de que la legislación cooperativa contiene 
muchas especialidades respecto de la normativa de las sociedades de 
capital que afectan a esta cuestión, como la elevada dotación del Fon-
do de Reserva Obligatorio, el régimen de imputación de pérdidas a las 
personas socias (aun sin entender que estas tienen una responsabilidad 
personal por las deudas sociales), o el hecho de que la COFIP se trata de 
una dotación nutrida de excedentes que en otras sociedades se hubieran 
repartido entre las personas socias, así como de las sanciones económi-
cas impuestas a estas 88. No ha de perderse de vista que la dotación de 
la COFIP no tiene en ningún momento como finalidad incrementar la 
capacidad financiera de la cooperativa 89, sino ser una contribución de 
esta a unas finalidades de interés público determinadas.

3.  Materialización

El art. 72.2 de la ley vasca, permite que el destino de la COFIP pueda 
canalizarse a través de aportaciones dinerarias a entidades sin ánimo 
de lucro o a alguna de las entidades de intercooperación citadas en el 
art. 72.1.b. Tal posibilidad se condiciona al destino a las finalidades de 
interés público indicadas en el mismo precepto, bien a través de actua-
ciones de la propia entidad intermediaria o de otras personas físicas o 
jurídicas a las que la entidad destine los recursos recibidos.

Al mismo tiempo, de acuerdo con el ya mencionado art. 72.5, el im-
porte de la COFIP «que no se haya destinado a las finalidades de interés 
público indicadas por la propia cooperativa deberá entregarse, dentro 
del ejercicio económico siguiente a aquel en el que se aprobó la distri-
bución del excedente, a entidades sin ánimo de lucro para su destino a 
las finalidades de interés público establecidas para esta contribución».

La lectura conjunta de ambas normas implica, por un lado, que la 
canalización de la COFIP a sus finalidades podrá hacerse por la propia 
cooperativa de forma directa o de forma indirecta, mediante aportacio-
nes a las entidades indicadas y con las condiciones señaladas. Por otro 
lado, se establece un plazo máximo para que la cooperativa lo pueda 
hacer de forma directa, plazo que se fija en el ejercicio económico si-
guiente al que se aprobó la distribución del excedente.

La fijación de dicho plazo máximo para la materialización del fondo 
en el ejercicio siguiente a aquel en que he haya hecho la dotación es una 

88  Villafáñez Pérez, I., Cooperativa y concurso, op. cit., p. 234.
89  Gomez Aparicio, P. y Miranda García, M., «Sobre el régimen económico y financiero 

particular de las sociedades cooperativas», REVESCO. Revista de Estudios Cooperativos, 
núm. 90, 2006, p. 44.
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norma general, aunque no unánime, en la legislación cooperativa en 
España. Transcurrido tal plazo sin que los fondos se hayan destinado a 
las finalidades que la legislación prevé, la norma general es el deber de 
materialización en, habitualmente, cuentas de ahorro o en títulos deu-
da pública 90. Como se adelantaba, esta posibilidad, de forma limitada, 
era también la prevista por la normativa vasca antes de la reforma de 
2008, que permitía la materialización en deuda pública vasca en caso de 
que se emitiera. Esta opción permitiría que la cooperativa, aunque no 
efectuara el gasto en dicho plazo, recuperara y materializara (siempre 
en alguno de los fines vinculados a la COFIP) en el futuro la cuantía 91.

La modificación de la legislación vasca respondería a la voluntad 
de reforzar la finalidad de superar la pasividad de muchas cooperati-
vas en la materialización de la COFIP, que tiene como consecuencia la 
acumulación de su cuantía durante años sin que sea empleada para las 
finalidades que le son propias 92.

En este punto, hemos de partir de que la necesidad de materializa-
ción en un plazo determinado, máxime en el siguiente ejercicio al de la 
aprobación del reparto del excedente, no es, a nuestro juicio, una carac-
terística esencial de estos fondos. Lo verdaderamente relevante es el des-
tino de los fondos, siendo posible que estos se materialicen en distintos 
momentos, pudiendo acumularse para su aplicación futura 93.

Compartimos la conveniencia de que se promueva una actitud activa 
respecto del uso de estos fondos y que se evite su acumulación durante 
largos periodos de tiempo. No obstante, consideramos que el breve pla-
zo legalmente establecido no responde a la realidad y dinámica de mu-
chas cooperativas, cuya enorme variedad no hay que perder de vista. La 
posibilidad de contar con un plazo más extenso para la materialización 
de los fondos en las señaladas finalidades puede permitir una mayor 
planificación en su empleo, acumular una cantidad más elevada que 
permita hacer frente a un gasto mayor que pueda tener una repercusión 
más positiva en cuanto a las finalidades buscadas, etc. 94 Por ello, algu-
nos autores han planteado que la exigencia debería centrarse en la exis-

90  Vid. Hernández Cáceres, D., «El principio cooperativo de interés…», op. cit., p. 14. 
El autor apunta también al hecho de que, aunque la ley de que se trate no fije un plazo 
máximo, ha de estarse a los plazos fijados en la legislación fiscal a efectos de mantener la 
condición de cooperativa protegida.

91  Ibid.
92  Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., p. 163.
93  O incluso durante el mismo ejercicio en el que se generan las cantidades, como 

permite la legislación aragonesa.
94  Así, por ejemplo, Nagore Aparicio, I., «Regulación en la legislación…»,  op. cit., 

p. 274-275, quien apunta además a la circunstancia de que los excedentes cooperativos 
pueden ser muy variables de año en año. Señala aspectos como que en algunos años 
de mayor bonanza algunas cooperativas han tenido difícil encontrar beneficiarias, o que 
para las entidades receptoras podría ser más interesante tener un ingreso recurrente, que 
las entidades beneficiarias no tienen un plazo para hacer el gasto, etcétera.
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tencia de un plan de gasto plurianual aprobado por la administración, y 
en un plazo más amplio 95, opción que prevén algunas leyes 96.

Por ello, nos parece más adecuada una configuración que sea más 
flexible en cuanto al plazo para materializar los excedentes destinados a 
estos fondos, a la vez que impida que se acumulen sine die y que no sean 
finalmente empleados para sus finalidades propias. Para ello, puede ser 
válida la configuración como un fondo o patrimonio separado dentro de 
la cooperativa, cuyos rendimientos también responderían de sus fines, y 
otorgando un plazo máximo para su materialización más extenso, como 
podría ser, a modo de ejemplo, 5 años desde la aprobación del reparto 
de los excedentes 97. Lo anterior conllevaría la contabilización separa-
da de los fondos correspondientes a cada ejercicio (del mismo modo 
que, salvando las distancias, sucede por ejemplo con las pérdidas sin 
compensar).

Por otro lado, como explica Gondra, las aplicaciones o utilizaciones 
de la COFIP suelen subsumirse en dos modalidades: inversión y gasto. 
En cuanto a la primera, se trataría del empleo de un capital en algún tipo 
de actividad o negocio directamente vinculado a algunas de las finalida-
des propias de la COFIP, con el objetivo de mejorar o incrementar los 
mismos. En este caso, el autor apunta a la necesidad de buscar fórmulas 
contables que respeten el carácter de patrimonio separado afectado al 
cumplimiento de sus finalidades, puesto que tal patrimonio sería aún 
propiedad de la cooperativa 98. A la misma conclusión debemos llegar, 
como hemos apuntado, respecto de los bienes o derechos que se hayan 
adquirido con tales fondos para el cumplimiento de sus finalidades.

En todo caso, coincidimos con la necesidad de que el informe de 
gestión de la cooperativa (o, en su caso, otra documentación societaria, 
como la memoria) detalle la forma en que se han empleado estos fon-
dos 99 y, como decíamos, justifique suficientemente su vínculo con las 
finalidades legalmente permitidas.

95  Ibid., p. 275-276. Añade que un plan que permita asegurar que la financiación no 
esté sujeta a ciclos económicos y no deba abandonarse cuando haya pérdidas. Se suma 
a este planteamiento Gadea Soler, E., Los fondos sociales obligatorios… op. cit., pp. 95-96 
y 108-109, quien no es contrario a la solución de la ley vasca, pero indica que debería es-
tablecerse una salvedad para los supuestos en los que exista un plan de gasto plurianual.

96  Como es el caso de la madrileña o la castellano-manchega.
97  Se trata también del plazo previsto en la legislación balear, de acuerdo con la cual 

«el importe del fondo que no se ha aplicado debe materializarse en el ejercicio económico 
siguiente a aquél en que se ha efectuado la dotación en cuentas de ahorro, en títulos de 
deuda pública o títulos de deuda pública emitidos por la comunidad autónoma de las Illes 
Balears […]. En todo caso, los importes del fondo tendrán que aplicarse a las acciones 
elegidas en un plazo máximo de cinco ejercicios económicos».

98  Gondra Elguezabal, G., «La contribución…», op. cit., p. 150.
99  Nagore Aparicio, I., «Regulación en la legislación…»,  op. cit., p. 176. Se refiere a 

cantidades destinadas a los fines, labor realizada y, en su caso, entidades mediante las que 
se hizo. Gadea Soler, E., Los fondos sociales obligatorios…, op. cit., p. 101-103.
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V.  CONCLUSIONES

Las cooperativas tienen una estrecha relación con la sostenibilidad 
en sus distintas vertientes. La obligación de extraer parte de los exceden-
tes de la cooperativa para destinarlos a la COFIP o fondos equivalentes, 
que además son inembargables e irrepartibles entre las personas socias, 
junto con las finalidades que la legislación vincula a esta (bien por tra-
tarse de finalidades vinculadas a la promoción del cooperativismo, bien 
por ser finalidades que promueven la promoción del entorno social o de 
la sociedad en general, la igualdad de género, etc.), tienen como conse-
cuencia que se trate de instrumentos idóneos para financiar y llevar a 
cabo acciones e iniciativas vinculadas a la sostenibilidad.

Siendo lo anterior cierto, la regulación de la COFIP resulta al mis-
mo tiempo limitativa en cuanto a las finalidades a las que puede ser 
destinada, dado que la redacción del texto legal deja fuera cuestiones 
como la formación en materias relacionadas con el puesto de trabajo, 
iniciativas relacionadas con la promoción del cooperativismo que no 
sean las expresamente enumeradas o las relacionadas con el fomento de 
la igualdad de género que no sean formativas o educativas y/o no se diri-
jan a personas socias y trabajadoras, las relativas a protección del medio 
ambiente, etc. Teniendo en cuenta que se trata de un listado numerus 
clausus y que no caben interpretaciones muy extensivas (aunque se de-
fienda una interpretación flexible), se aboga por una reformulación de 
esta regulación, de forma que incluya con carácter general la promoción 
del cooperativismo y las iniciativas relacionadas con la sostenibilidad.

Por otro lado, cabe destacar la regulación de la dotación de la CO-
FIP, así como su inembargabilidad e irrepartibilidad entre las personas 
socias, y el deber y la forma de materialización. Esta regulación es par-
ticularmente clarificadora en cuanto a la naturaleza de esta figura, que 
no constituye propiamente una reserva o un fondo con voluntad de per-
manecer en la cooperativa, ni tiene como finalidad reforzar financiera-
mente la sociedad. Las propias particularidades del régimen jurídico (y 
en especial, el económico) de las cooperativas justifican la irrepartibili-
dad e inembargabilidad de la COFIP, incluso en caso de concurso de la 
cooperativa.

Aun reconociendo la conveniencia de que se promueva una actitud 
activa respecto del uso de estos fondos y que se evite su acumulación du-
rante largos periodos de tiempo, la regulación actual no parece la idónea 
debido a su rigidez y el corto plazo con el que cuentan las cooperativas 

Inciden en el informe de gestión leyes como la castellana leonesa o la balear («El 
informe de gestión recogerá con detalle las cantidades que con cargo a este fondo se ha-
yan destinado a las finalidades de este, con indicación de la labor realizada y, en su caso, 
mención de las sociedades o entidades a las que se remitieron para el cumplimiento de 
estas finalidades»).
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para ello, por lo que se defiende que las cooperativas cuenten con un 
plazo y una flexibilidad mayor en este punto.
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